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Todos los años, de acuerdo a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 8 de

septiembre (enmarcado en el artículo 72 fracción IV constitucional y el 74 fracción VII), El Congreso de

La Unión, a través de la Cámara de Diputados, recibe una propuesta del Gobierno Federal en turno: el

Paquete Económico que regirá el ejercicio siguiente. En el caso que nos ocupa, es el ejercicio 2022, en

dónde podemos analizar la propuesta de la política económica, que se incluye la Ley de Ingresos de la

Federación, el Presupuesto de Egresos del ejercicio del gasto vigente en el que con diferentes

variables económicas podemos ver las políticas que la actual administración tiene y en que esta

aplicando dichos recursos, así como las fuentes u orígenes que son las contribuciones, los

aprovechamientos y la deuda publica que se prevé de casi un billón de pesos en el 2022.

Y para el caso que nos ocupa, en esta ocasión analizaremos el cómo resultó que nuestras autoridades

están preparando el terreno para disminuir la evasión fiscal y sobre todo la eliminación de privilegios,

siendo esto una política macro económica de la OCDE. Esto no es necesariamente una cuestión de

impuestos, puesto que la base de contribuyentes sigue siendo la misma. La informalidad sigue sin

incorporarse a pagar impuestos, a pesar de que se han hecho muchos trabajos relacionados a

regímenes preferentes, cómo lo era el Régimen de Incorporación Fiscal, que ahora desaparece y crea el

Régimen Simplificado de Confianza en la reforma en cuestión.

Dentro de los principales cambios, también desaparece el régimen de agricultores, ganaderos,

silvicultores y pesqueros para las personas físicas, y también desaparece el Asimilados a Salarios, en

virtud de la reforma laboral que entró en vigor el 23 de abril del presente año. Se crean nuevas

disposiciones en el Código Fiscal de la Federación, confirmando criterios de lo que ya venía haciendo

la autoridad de manera discrecional, subiéndolo a la ley, dotándola de mayores facultades y criterios

para actuar. Esperemos qué los diputados tomen conciencia de las importantes reformas que van a

aprobar y qué adopten condiciones más heterogéneas que beneficien verdaderamente a la nación y no

persigan intereses meramente de grupos, fortaleciéndolos.
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REFORMA FISCAL 2022; DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL:

NUEVA MANERA DE LEGISLAR PARA EL SAT
Por José Barba Calvillo

Uno de los principales derechos que tienen los contribuyentes es la seguridad jurídica, entendida

de manera muy simple como la posibilidad de que los gobernados conozcan los fundamentos y

razones de la afectación en su esfera de derechos.

Este derecho a conocer los fundamentos legales en los que una autoridad sustenta la emisión de

un acto parte de una premisa elemental: que precisamente dichos artículos o leyes fueron sujetos

a un procedimiento formal de creación y que exteriorizan -por lo menos desde el punto de vista

más poético- la voluntad del Poder Legislativo, que es al final de cuentas, quien manifiesta la

voluntad de la población en voz de sus representantes.

Así, el contenido de un artículo o una ley se traduce en una obligación para el ciudadano, en una

facultad para la autoridad, en un requisito, en una fase dentro de un procedimiento, en una

formalidad a cumplir respecto de un trámite, etcétera, lo anterior ya que fue sujeto a un análisis

por parte del legislador y cuya redacción final representa la voluntad del poder del estado para

volverse ley y, por tanto, en una norma exigible y obligatoria.

En materia fiscal, si bien los contribuyentes constantemente se ven asediados por las actuaciones

de las autoridades también lo es que cada una de esas actuaciones deben estar sujetas al debido

cumplimiento de la ley, de ahí que se actualice el concepto de seguridad jurídica, ya que es solo a

través de la invocación de los artículos de la ley y motivos en los que se sustenta la autoridad, que

una persona puede verificar que no se está cometiendo un abuso en su contra y que la actuación

del estado está apegada a derecho.
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Pero, ¿Qué sucede cuando una obligación, un requisito, un trámite o una etapa del

procedimiento no está establecida en ley sino en un documento diverso? o cuando es

a través de una norma de carácter general donde se establecen cargas a los

contribuyentes o bien requisitos adicionales a lo dispuesto en la ley.

La actualización de estos escenarios implica que existe una violación a un principio

de derecho denominado reserva de ley, el cual básicamente señala que ninguna

disposición de carácter general – como resoluciones misceláneas o un reglamento-

pueden ir más allá de lo que dispone la ley, es decir, a través de estos instrumentos

legales la autoridad no puede regular conductas, requisitos, cargas, obligaciones

adicionales a aquellas que están expresamente señaladas en una ley emanada del

Poder Legislativo.

Esto tiene una razón básica: que respete la voluntad de la ciudadanía manifestada a

través del Poder Legislativo, quien a través de un procedimiento formal de creación

de una norma, emite esas disposiciones que se volverán obligatoria para todos.

Ahora bien, resulta indudable que las reglas de carácter general como las que emite el

Servicio de Administración Tributaria (SAT) se vuelven herramientas eficaces para

lograr la operatividad de la autoridad fiscal, empero éstas nunca deben llegar a

convertirse en una manera de subsanar omisiones del legislador o en una patente de

corso en donde la autoridad fiscal, a su libre parecer, defina elementos que

impactarán en la esfera de derechos de un contribuyente, pues dichas reglas de

carácter general no se encuentran excluidas en respetar el citado principio de reserva

de ley.

Basta observar lo señalado en el siguiente criterio emitido por el Pleno de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación con numero de registro y número de tesis: P. LV/2004

RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL. LAS REGLAS QUE CONTIENE PUEDEN

LLEGAR A ESTABLECER OBLIGACIONES A LOS CONTRIBUYENTES, YA QUE NO

CONSTITUYEN CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN SINO DISPOSICIONES DE

OBSERVANCIA GENERAL. De los artículos 33, párrafo penúltimo y 35 del Código

Fiscal de la Federación se advierte que la atribución conferida a diversas autoridades

fiscales para dar a conocer los criterios internos que deben seguirse en la aplicación

de las normas tributarias, se refiere a las interpretaciones que esas autoridades

realicen de cualquier disposición de observancia general que incida en el ámbito

fiscal, bien sea una ley, un reglamento o una regla general administrativa, por lo que,

por su propia naturaleza, no pueden generar obligación alguna a los gobernados sino,

en todo caso, ser ilustrativas sobre el alcance de dichas normas y en caso de

publicarse en el Diario Oficial de la Federación, otorgarán derechos a los

contribuyentes.
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En cambio, las disposiciones de observancia general cuya emisión y publicación se rigen,

respectivamente, por lo dispuesto en los artículos 14, fracción III, de la Ley del Servicio de

Administración Tributaria y 33, fracción I, inciso g), del Código Fiscal de la Federación, tienen

como finalidad precisar la regulación establecida en las leyes y reglamentos fiscales expedidos

por el Congreso de la Unión y el Presidente de la República con el fin de lograr su eficaz

aplicación y están sujetas a principios que tutelan la seguridad jurídica de los gobernados,

entre otros, los de reserva y primacía de la ley, por lo que deben ceñirse a lo previsto en el acto

formal y materialmente legislativo que habilita su emisión.

En tal virtud, al tratarse de actos de diversa naturaleza no existe razón alguna para considerar

que las reglas agrupadas en la Resolución Miscelánea Fiscal se rigen por los mencionados

artículos 33, párrafo penúltimo y 35, ya que éstos se refieren exclusivamente a criterios

interpretativos que sostengan las autoridades fiscales, los que en ningún momento serán

obligatorios para los gobernados, a diferencia de las disposiciones de observancia general que

emita el Presidente del Servicio de Administración Tributaria, las cuales son de cumplimiento

obligatorio para los gobernados, sin menoscabo de que alguna de ellas, con motivo de una

sentencia dictada en algún medio de defensa que prevé el orden jurídico nacional, pueda

perder sus efectos, total o parcialmente, al no ceñirse a los referidos principios y, en su caso, a

las condiciones que establezca el legislador para su dictado.



Luego, en la reforma fiscal para el 2022 sorprende cómo el Legislador, dejando de lado su facultad

de normar detalladamente obligaciones, requisitos, trámites, etcétera que la autoridad llevará a

cabo en contra de los contribuyentes, ha llegado a delegar en forma indiscriminada al Servicio de

Administración Tributaria la obligación de establecer estos elementos que, en otras palabras,

significan legislar en cuestiones que impactará en los pagadores de impuestos. 

Muestra de ello son las propuestas de reforma o adición de los artículos 12, 14, 14-B17-I, 23, 26, 27,

28, 29, 29 Bis, 29-A, 32-A, 32-B Ter, 32-B Quinquies, 33, 46, 48, 52, 56, 176 del Código Fiscal de la

Federación, donde en todos ellos en alguna parte de la redacción propuesta, se refiere que muchos

de los requisitos, trámites, pasos, etapas, documentos, etcétera no están definidos en la propia ley,

dando pauta a que sea el Servicio de Administración Tributaria quien, mediante reglas de carácter

general, señale los elementos de la norma.

Lo anterior es de llamar la atención, pues pareciera que la autoridad fiscal, en contubernio con el

Poder Legislativo están trasladando en la autoridad fiscal el poder de definir elementos de la norma

que serán aplicados por la misma autoridad fiscal, dejando de lado el principio de seguridad

jurídica que debe prevalecer en nuestro sistema jurídico, ya que ello lo que realmente genera es una

acumulación de poder en la autoridad fiscal que, como sabemos, lleva en mayor medida

actuaciones más agresivas en contra de las empresas en México.

Por tanto, debemos estar atentos a este tipo de cuestiones, en las que de manera discreta, se puede

observar como el Poder Ejecutivo a través del Servicio de Administración Tributaria, pretende crear

una legislación a la medida de sus necesidades, en la que sin necesidad de intervención del Poder

Legislativo, se pretende moldear las leyes fiscales a través de las reglas de carácter general que

puede emitir y, con ello, ser libres de establecer sin necesidad de un procedimiento legislativo,

aspectos relevantes de la aplicación de las normas fiscales. 

Sin lugar a dudas, los tribunales tendrán mucho trabajo en poder definir si estas actuaciones no solo de la

autoridad fiscal sino también del legislador, realmente respetan la seguridad de los contribuyentes.
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¿Quiénes están obligados a certificarse en materia de PLD ante la UIF?
por Silvana Leticia Vela López

A raíz del último proceso de evaluación que GAFI realizó a México con el fin de medir su nivel de

cumplimiento con los estándares internacionales en materia de Lavado de Dinero, Financiamiento al

Terrorismo y Proliferación de Armas de Destrucción Masiva, realizado de agosto de 2016 a noviembre de

2017, México debe reportar avances en el cumplimiento de las acciones recomendadas por el GAFI

mediante informes de seguimiento que se presentan de forma anual.

En este sentido resultado de dicha evaluación, existieron tres recomendaciones sobre las Actividades y

Profesiones No Financieras Designadas (APNFD), entiéndase Actividades Vulnerables, con relación a la

debida diligencia, regulación y supervisión, cuya calificación fue PC = Parcialmente Cumplida. Por lo

anterior y con el objeto de demostrar el compromiso que tiene nuestro país para reforzar el régimen de

PLD/FT, se han estado llevando a cabo diversas acciones para avanzar con el cumplimiento de dichas

recomendaciones.

Dicha acción se materializa concretamente mediante el lanzamiento de una “Convocatoria para para la

certificación en materia de prevención de operaciones con recursos de procedencia ilícita, dirigida a las

personas físicas que realizan actividades vulnerables y a las responsables encargadas del cumplimiento

de las obligaciones establecidas en la ley federal para la prevención e identificación de operaciones con

recursos de procedencia ilícita”.

Esta convocatoria está dirigida, según se establece en el base TERCERA a las personas físicas que realizan

Actividades Vulnerables y las responsables encargadas de cumplimiento de una persona moral que hayan

aceptado su designación. No obstante, también pueden presentar su examen de certificación aquellas

personas que cumplan con lo establecido en dicha convocatoria.

Esto quiere decir que si una persona no ha sido sentenciada por delitos patrimoniales; no ha sido

inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público federal, estatal o

municipal, o en el sistema financiero mexicano o de cualquier otro país, ni se encuentra en alguna de las

listas negras nacionales o internacionales, y que además cumpla con todos los requisitos de la

convocatoria y proporcione toda la documentación, puede solicitar la certificación.

COMITES
P R E V E N C I O N  D E  L A V A D O  D E
D I N E R O
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QUE HACEMOS
12

Hasta el momento no se trata de una certificación obligatoria para poder operar o para desempeñar

el cargo de Encargado de Cumplimiento, sin embargo como podemos ver, existe una tendencia

fuerte de adoptar las medidas de prevención de LD/FT aplicables a las Entidades Financieras, en el

sector de Sujetos Obligados que realizan Actividades Vulnerables, por lo que se prevé que un

futuro, dicha certificación si vaya a ser de carácter obligatorio pues con esto se busca

profesionalizar el desarrollo de las Actividades Vulnerables y su cumplimiento con la LFPIORPI.
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FACULTADES POLICIACAS EN LA REFORMA FISCAL 2022
Marco Agustín Ramírez Rodríguez

El Presidente de la República ha presentado el Paquete Económico para el ejercicio fiscal 2022,

de su análisis podemos destacar varios temas, ya sea la política económica del gobierno que

continúa con la ruta dirigida hacia los programas sociales que tanta prioridad se han dado en

esta administración, las inversiones en empresas energéticas estatales o bien la reiterada

negativa a contratar deuda en adición a la negativa a imponer nuevas contribuciones; incluso se

destacan nuevos regímenes de tributación para Impuesto Sobre la Renta personas físicas y

personas morales (Régimen Simplificado de Confianza).

Sin embargo, en esta ocasión me gustaría escribir sobre el aumento de facultades para las

autoridades fiscales, pues el Servicio de Administración Tributaria se está transformando no solo

en una autoridad auditora y recaudadora, sino que cada vez más se acerca a una auténtica

Policía Fiscal.

Una de las bases de las autoridades policiacas es que pueden hacer afectaciones a los

particulares que se encuentren cometiendo un ilícito, incluso realizar detenciones en relación

con la comisión de hechos que estimen delictivos o ilícitos administrativos, sin necesidad de

respetar la garantía de audiencia de lo ciudadanos, esa es la característica principal de los

cuerpos policiacos, afectar personas sin necesidad de respetar el derecho humano a la

audiencia previa. Se hace prevalecer el supuesto mantenimiento del orden público y evitar

afectaciones sociales o a terceros mediante la figura de la policía.





En materia fiscal existe un principio que se desprende de nuestro Sistema Tributario, la

autodeterminación fiscal, principio que se deriva del artículo 31, fracción IV, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del diverso 6 del Código Fiscal de

la Federación. La autodeterminación fiscal se basa en que solo los contribuyentes tendrán el

derecho y obligación de determinar su situación fiscal, mientras un contribuyente no realice

su función de determinar su situación fiscal, las autoridades carecerán de facultades para

establecerla, con una salvedad, el ejercicio de facultades de comprobación; esto limita a las

autoridades en beneficio de los derechos fundamentales de los particulares, pues para

establecer situaciones fiscales es indispensable que la autoridad siga las formalidades de

procedimientos de auditoría establecidos y emita una resolución por escrito debidamente

fundada y motivada (art 42 CFF y 16 Cont).

Sin embargo, con la finalidad de aumentar la recaudación sin necesidad de iniciar

procedimientos de auditoría a los contribuyentes, siguiendo los procedimientos de ley, se

han ido aumentando las facultades de las autoridades para ejercer coerción en perjuicio de

los particulares y conseguir que paguen lo que las autoridades estimen, sin necesidad de

determinarlo en un procedimiento legal. Tales facultades principalmente se basan en

inmovilizaciones de cuentas bancarias o bien cancelar certificados de sellos digitales

evitando que los contribuyentes puedan realizar y ejercer plenamente sus actividades

económicas.

En el 2021 nuevamente se aumentan las posibilidades de que las autoridades restrinjan el

uso del certificado de sello digital en contra de los contribuyentes, llegando ahora a

extremos como cuando los socios de una empresa sean socios de otra diversa en

procedimientos ante el SAT, o bien, cuando no acudan a demostrar la materialidad de sus

operaciones en los plazos del artículo 69-B, del Código Fiscal de la Federación, es decir, se

puede restringir el sello sin necesidad de notificar al contribuyente en inicio de un

procedimiento en su contra. Es peligroso que no pongamos atención en el aumento de

facultades policiacas de las autoridades fiscales, pues mientras menos derechos se

respeten, los contribuyentes tendrán menos posibilidad de ajustar el actuar de la autoridad a

nuestra Constitución, Creo que aún estamos a tiempo de defender al Estado de Derecho.
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PROPUESTA DE REFORMA AL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 2022;

UNA DEUDA NO SALDADA CON EL SECTOR EMPRESARIAL MEXICANO
Por Pamela Yadira Cuevas Mendoza

Cuando hablamos de reformas fiscales, como cada año, especialmente en el sector empresarial

solemos teñirnos de incertidumbre, pues si bien, tal como el ejecutivo lo ha señalado en reiteradas

ocasiones, para este año aún no se diseña una propuesta de nuevas contribuciones, lo cierto es que

nuestro temor como contribuyentes va más enfocado a los temas de fiscalización ejercidos por las

autoridades hacendarias. 

El aumento de la fiscalización y las facultades de gestión en las autoridades administrativas nos ha

dejado un sabor de boca de asechanza e incriminación empresarial desde las reformas que se

formularon para el año 2014 en las que se introdujo la figura de presunción de inexistencia de

operaciones por la emisión de comprobantes fiscales que señala el artículo 69-B del Código Fiscal de

la Federación, o mejor conocida en la jerga fiscal como “detección y sanción de empresas fantasma”,

así como, con la incrementación de los supuestos para la cancelación de los Certificados de Sello

Digitales que se mencionan en los artículos 17-H y 17-H bis que se introdujeron al Código Fiscal de la

Federación ese año.

COMITÉS
V I N C U L O  C O N  P R O D E C O N
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Cabe recordar que el artículo 69-B del Código

Fiscal de la Federación señala que cuando la

autoridad detecte que un contribuyente no

cuenta con los activos, personal, infraestructura

o capacidad material, directa o indirectamente,

para prestar los servicios o producir,

comercializar o entregar los bienes que amparan

los comprobantes que ha expedido, o bien, que

dicho contribuyente se encuentra no localizado,

se presumirá que las operaciones amparadas en

sus comprobantes fiscales son inexistentes. Este

tipo de calificación primero se presume y

posteriormente se confirma o se desestima en la

medida que los contribuyentes acrediten o no, la

realización de las operaciones que se ampararon

en los comprobantes fiscales (compra y venta de

servicios o mercancías).

Dicha reforma del 2014 fue impugnada en su

auto y hetero aplicación ante todas las

instancias, bajo distintos argumentos al estimar

que era ilegal e inconstitucional por violar

derechos fundamentales, sin embargo, años

después la Suprema Corte de Justicia de la

Nación declaró que la presunción de inexistencia

de operaciones que contempla el citado artículo

69-B es legal y constitucional.

Por tanto, ya sabemos que quien venda una

factura será sancionado con todo el peso de la

ley, no obstante, ¿qué pasa con el empresario A

que adquirió una factura del empresario B quien a

su vez vendió facturas, y por actos accidentales o

mixtos los servicios o mercancías si fueron

realmente adquiridos por el empresario A?, es

aquí donde suele aplicarse la frase teocrática;

justos pagarán por pecadores.

Sabemos que el cáncer social que está de moda

en materia comercial y fiscal es una empresa

denominada EFOS (Empresa que Factura

Operaciones Simuladas) que ha vendido facturas

a diestra y siniestra, ya que cuando este tipo de

negocio es publicado de manera definitiva con la

aplicación del procedimiento que señala el

artículo 69-B del citado Código, tiende a

contaminar todas las operaciones que realizó

incluso de forma retroactiva con diferentes

contribuyentes.

También sabemos que el mayor porcentaje de

estas empresas tiene operaciones híbridas, es

decir, a algunos negocios si les vendió facturas y

a otros negocios les vendió de forma real los

servicios o bienes, por lo que naturalmente les

expidió las facturas correspondientes.

Sin embargo, si hacemos una lectura al octavo

párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la

Federación, se señala que los contribuyentes que

hayan dado cualquier efecto fiscal a los

comprobantes expedidos por otro contribuyente

incluido en el listado definitivo, contarán con

treinta días siguientes a la publicación en el Diario

Oficial de la Federación (DOF) para acreditar que

efectivamente adquirieron los bienes o recibieron

los servicios que amparan los comprobantes

fiscales, o bien, corregir su situación fiscal

mediante la declaración o declaraciones

complementarias.



Lo anterior quiere decir que los contribuyentes

que disminuyeron los gastos detallados en los

comprobantes fiscales emitidos por EFOS no son

notificados personalmente de este tipo de

contingencias en la que se inmiscuye a su

proveedor y se afecta su base gravable como

comprador.

Este tema ha sido claramente controversial por

distintas razones, primero por que no se cumple

con una garantía de audiencia de forma certera ya

que la notificación no es personal y orilla a que

los adquirientes de bienes y servicios estén

revisando constantemente la página del SAT a fin

de ver si alguno de sus proveedores se encuentra

en apuros, porque quien es el más afectado al

momento de dejar sin efectos las deducciones de

compras o servicios que si se adquirieron es el

EDO (Empresa que Dedujo las Operaciones) ya

que en caso de existir sanción cuantificada es

este último quien carga con el costo fiscal.

Por esa razón es que se considera que mientras la

reforma fiscal no traiga consigo una modificación

al artículo 69B del Código Fiscal de la Federación

en el sentido de notificar personalmente por

buzón tributario al contribuyente que adquirió los

bienes o servicios (EDO) el ejecutivo seguirá

cargando con esa deuda legislativa para los que,

si adquieren servicios o bienes, para los que sí

presentan declaraciones y por ende, cumplen con

la responsabilidad social del pago de sus

impuestos.

Es cierto, nuevamente esta reforma fiscal si

contempla la modificación de la redacción del

artículo 69B del Código Fiscal de la Federación,

desafortunadamente la propuesta no es

necesariamente una buena nueva, ya que se

diseñó con el único fin de añadir una fracción

adicional a los supuestos en los que puedes caer

en la presunción de inexistencia.

Ya que también se presumirá la inexistencia de las

operaciones amparadas en los comprobantes

fiscales, cuando la autoridad detecte que un

contribuyente emitió comprobantes que soportan

operaciones realizadas por otro contribuyente,

durante el periodo en el cual a este último se le

hayan dejado sin efectos o le haya sido

restringido temporalmente el uso de su

certificado de sello digital en términos de lo

dispuesto por los artículos 17-H y 17-H Bis del

Código mencionado, o bien se descubra que ha

estado emitiendo comprobantes que soportan

operaciones realizadas con los activos, personal,

infraestructura o capacidad material de dicha

persona.

En mi opinión la reforma a tal porción normativa

resulta un tanto obtusa, ya que una buena parte

de los empresarios seriamente activos que

adquiere un comprobante fiscal es porque si

efectuó el gasto, pero por alguna razón ajena a su

control no pudo obtener la factura que lo

sostenga, es decir, ese supuesto ya estaba

contemplado en el artículo 69-B de Código Fiscal

de la Federación, por lo que resulta redundante.

En ese escenario, de aprobarse la reforma para

2022 en la parte expuesta y mientras no se nos

pague la deuda de obtener una notificación

personal a los que consumimos bienes y

servicios, habrá que estar preparados para un

mejor control de nuestras operaciones

empresariales.
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¿QUÉ ES LO QUE PASA CON LOS REGÍMENES FISCALES QUE

DESAPARECEN?
Francisco Javier González Martínez

El día 8 de septiembre fue presentado ante el poder legislativo para su debido proceso y

análisis el paquete económico para el año 2022. Dentro de este se encuentra la iniciativa

con el proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas

disposiciones en materia del Impuesto sobre la Renta, Impuesto al Valor Agregado,

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, Código Fiscal de la Federación entre otros

ordenamientos.

Al igual que en años anteriores, en este paquete económico se plasma, por un lado, el

compromiso por parte del Ejecutivo Federal de no crear nuevos impuestos, y por el otro,

seguir impulsando acciones para el combate frontal a la corrupción y la impunidad, lo cual

se muestra en los cambios propuestos, los que a grandes rasgos se enfocan en fortalecer

las actividades de fiscalización de las autoridades fiscales y atacar la elusión y evasión

fiscal.

Dentro de los ejes rectores de la propuesta del Ejecutivo Federal, ha llamado la atención el

eje de facilitar el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales a través de

regímenes basados en la confianza ciudadana, mismo que propone la derogación del

régimen para personas físicas de actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras

(AGAPES) así como derogar el Régimen de Incorporación Fiscal (RIF) para dar paso a un

nuevo régimen denominado Régimen Simplificado de Confianza tanto para Personas

Físicas como para Personas Morales.

COMITE
V I N C U L A C I Ó N  J O V E N E S
E M P R E S A R I O S
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Respecto a las Personas Físicas, dicho Régimen

Simplificado de Confianza, es aplicable a

personas físicas que realicen únicamente

actividades empresariales, profesionales u

otorguen el uso o goce temporal de bienes,

siempre que la totalidad de sus ingresos

obtenidos en el ejercicio inmediato anterior, no

hubieran excedido de la cantidad de tres millones

quinientos mil pesos. Este cambio busca otorgar

una manera sencilla, rápida y eficaz en el pago de

las contribuciones, sobre todo para aquellos

contribuyentes con menor capacidad

administrativa y de gestión, utilizando como eje

principal el CFDI.

Para el cálculo del ISR se hará con base en los

ingresos cobrados sin incluir deducciones y se

estarían aplican los porcentajes de una tabla

mensual como anual, mismos que no exceden

del 2.5%.

Parte de lo que busca esta reforma Fiscal, es

que la mayoría de las personas que tributaba

en los regímenes de honorarios,

arrendamiento, plataformas digitales,

actividades empresariales, AGAPES o

Autotransportes accedan a cambiarse a este

régimen para simplificar sus cargas

administrativa y evitar que exista el mal uso

de las estrategias fiscales para reducir la base

gravable del impuesto; además de incentivar

a la formalidad a todos esas personas físicas

que no se han dado de alta en el portal del

SAT.

En cuanto a las Personas Morales, dicho

Régimen Simplificado de Confianza de

personas morales va enfocado para aquellas

empresas cuyos ingresos no sean superiores

a treinta y cinco millones de pesos anuales, el

cual permita que la acumulación de los

ingresos y deducción de las erogaciones

ocurra hasta que éstos efectivamente se

perciban y se paguen (flujo de efectivo).
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Por otra parte, y en cuanto a las deducciones, existirán ciertos conceptos que no serán

aplicables al no ser compatibles con el esquema previsto, como son: a) créditos incobrables y; b)

costo de ventas. De igual manera, en materia de inversiones se considera una deducción a

menor plazo considerando porcentajes máximos establecidos por tipo de bien, en la medida en

la que el monto total de inversiones en un ejercicio no exceda de tres millones de pesos.

Es importante recordar que dicho Régimen Simplificado de Confianza tanto para Personas

Físicas como para Personas Morales son opcionales, por lo que sugerimos realizar un análisis

caso por caso en cada contribuyente para determinar cuál régimen fiscal es más conveniente

para realizar su tributación, ya que estos procesos de simplificación administrativa no siempre

vienen de la mano con una disminución en la tasa efectiva de impuesto al final del ejercicio.

Uno de los puntos que ha llamado la atención de este proyecto de Reforma, es que no se

contempla ningún cambio en la Ley de IVA, por lo que se piensa que el verdadero proceso de

recaudación que busca la autoridad viene por este impuesto, mismo que podemos confirmar

con el hecho de que en la Ley de Ingresos de la Federación (LIF) para el ejercicio 2022 se estima

un incremento en la recaudación de este impuesto de un 24% en comparación con el año

pasado.

Es importante recordar que para el acreditamiento del IVA de las erogaciones o gastos

realizados se deben cumplir con los requisitos que establece la ley de ISR para su deducción,

por lo que el hecho de que para la determinación del ISR en el nuevo régimen no se consideren,

no implica que ya no se deba tener cuidado para efectos de la ley de IVA.

En caso de que tengan dudas al respecto pueden acercarse a la comisión fiscal del COPARMEX,

donde les podremos brincar apoyo para resolver sus inquietudes.



Participar de forma integral y estratégica en la actividad empresarial de la industria de la

vivienda y el desarrollo urbano.

Trascender una política eficaz y sostenible a largo plazo, que logre el desarrollo del mercado

interno.

Impulsar el fortalecimiento patrimonial de las familias y planeación urbana que reduzca las

brechas de desigualdad e impulse ciudades sustentables, competitivas, productivas e

inteligentes.

Fortalecer los organismos de vivienda y la autonomía del Infonavit.

Mario Alberto Álvarez Michaus

Es director general de CasaTuya Soluciones Inmobiliarias y también del CENDI Chikahualitos.

Dentro de COPARMEX es socio desde el año 2019 y actualmente es miembro de la Comisión

Ejecutiva y preside la Comisión de Vivienda; así mismo es Presidente la Asociación Mexicana de

Profesionales Inmobiliarios (AMPI) en Aguascalientes, organismo parte del Consejo Coordinador

Empresarial de Aguascalientes (CCEA) y del cual también forma parte de su comité directivo.

Dentro de su formación académica, es Licenciado en Administración de Empresas, Maestro en

Evaluación y Administración de Proyectos, además de ser Maestro en Valuación Inmobiliaria;

actualmente se encuentra cursando la Licenciatura en Derecho.

La Comisión de Vivienda de nuestro centro empresarial tiene como finalidad, mediante la

representación, lograr el desarrollo de ciudades competitivas y el ordenamiento territorial

sustentable. Dentro de nuestros objetivos se consideran:

1.

2.

3.

4.

Como el fin de alcanzar dichos objetivos en el presente periodo se han realizado reuniones con la

presencia de funcionarios de la Secretaría de Desarrollo Urbano y el Instituto Municipal de

Planeación (ambos de Aguascalientes capital), y con la Representación Estatal del INFONAVIT.
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La Comisión Fiscal de Coparmex organizó su desayuno mensual, con la exposición en línea de

la directora general de Acuerdos Conclusivos de la Prodecon, Lérida Alejandra Rodríguez

Pastrana.

Entre otros temas, se comentó lo relativo a la creación de la Agencia Nacional de Aduanas de

México.

El presidente de la Comisión, Dr. Óscar Fabián Gutiérrez Tenorio, informó que hay avances

para la constitución de un premio a la investigación fiscal, así como la nueva edición de la

revista Efecto Fiscal.

Como cada mes, la Comisión Fiscal de Coparmex Aguascalientes organizó su desayuno

informativo en las instalaciones del propio centro empresarial, con la participación de socios,

representantes de colegios profesionales y entidades gubernamentales, así como personas

interesadas en las exposiciones de los ponentes.

Juan Manuel Ávila Hernández, presidente de Coparmex Aguascalientes, dio la bienvenida a los

presentes, para luego mencionar que para la iniciativa privada local es de gran importancia estar

actualizada en materia fiscal y legal, por lo que se congratuló de la nutrida asistencia de

empresarios a la sesión informativa.

En esta ocasión, participaron el contador público Francisco Javier González Martínez, vínculo

con los jóvenes empresarios; el maestro Marco Agustín Ramírez Rodríguez, síndico por el SAT; el

doctor Saúl Favela Narváez, coordinador del Comité Interno de Comercio y Aduanas; el doctor

José Barba Calvillo, coordinador del Comité de Jurisprudencia y la maestra Pamela Yadira

Cuevas Mendoza, vinculación institucional ante PRODECON.

Uno de los temas que se vertieron en la reunión, fue la Agencia Nacional de Aduanas de México,

que será un órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y tendrá autonomía técnica,

operativa, administrativa y de gestión. Se comentó que dicha entidad podrá contar con la

participación de personal militar, además de que tendrá que coordinarse con las Fuerzas

Armadas para cuestiones de seguridad.

NUESTRA SESIÓN DE AGOSTO

SE ACTUALIZAN EMPRESARIOS EN
TEMAS FISCALES



El doctor Óscar Fabián Gutiérrez Tenorio, presidente de la Comisión Fiscal, informó que van

avanzadas las gestiones para la convocatoria a un premio de investigación fiscal, y que está

disponible a nueva edición de la revista Efecto Fiscal, editada por colaboradores del Centro

Empresarial. También reiteró la necesidad de que empresas y asociaciones civiles se capaciten en las

normas anti-lavado, ya que el incumplimiento conlleva fuertes sanciones económicas.

Como parte central de la reunión matutina, impartió una charla la directora general de Acuerdos

Conclusivos de la Prodecon, Lérida Alejandra Rodríguez Pastrana, quien explicó a detalle lo relativo a

medios alternativos de resolución de conflictos ante las autoridades fiscales.
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La ley establece como marco de referencia a las utilidades, no a los ingresos brutos.

Cada empresa tiene una realidad diferente de combinación de productos y servicios, así como

de su productividad

LAS “TASAS EFECTIVAS” QUE PUBLICA EL SAT NO REFLEJAN LA

REALIDAD DE CADA EMPRESA

Las empresas afiliadas a la Confederación Patronal de la República Mexicana (Coparmex) están

comprometidas con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales tal como lo estipula la ley,

donde se establece que el cálculo para el pago de impuestos, en particular, el Impuesto Sobre la

Renta, se realiza con base en las utilidades, no en los ingresos brutos, como contempla el

Sistema de Administración Tributaria (SAT) en las “tasas efectivas”.

Luego de que se diera a conocer el tercer listado donde la autoridad fiscal informó acerca de las

“tasas efectivas” correspondientes a 79 actividades económicas (para sumar un total de 203

publicadas en tres entregas), desde Coparmex advertimos que éstas siguen tomando como

referencia para el pago del Impuesto Sobre la Renta, los ingresos brutos, no las utilidades, como

se señala en el Código Fiscal de la Federación.

Consideramos incorrectos los cálculos realizados por el SAT con respecto a ciertas industrias ya

que existen empresas que aunque se encuentran en el mismo sector, tienen diferentes márgenes

de utilidad de acuerdo al tipo de venta (mayoreo o menudeo) y, por lo tanto, su tasa de

impuestos no puede ser igual. Resaltamos por ello que cada empresa tiene una realidad

diferente de combinación de productos y servicios, así como de su productividad, lo que debe

tomarse en cuenta por las autoridades fiscales.

Desde Coparmex consideramos que la ley es muy clara, pues establece que el cobro del

Impuesto Sobre la Renta debe hacerse sobre las utilidades o ganancias de las empresas, que es

el monto que queda después de descontar, entre otros, el pago de las deducciones, los gastos

de inversión y los costos de producción, y no sobre el ingreso bruto.
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Ante esta situación advertimos que está en riesgo el objetivo de incentivar el cumplimiento

voluntario de los grandes contribuyentes toda vez que, contrario a lo que se propuso en la

reforma al artículo 33 del Código Fiscal de la Federación publicada en diciembre de 2020, los

parámetros de referencia dados a conocer, no tienen como base la utilidad.

Si bien es cierto que estos márgenes de referencia no son obligatorios, advertimos que al tomar

como base los ingresos, es probable que se hable de “altas irregularidades” por parte de los

grandes contribuyentes, mismos que al no autocorregirse, propiciarán que la autoridad ejerza sus

facultades de comprobación por encontrarse debajo de la métrica que el SAT está estableciendo.

Además, ante la situación actual que ha traído la contingencia sanitaria, es muy probable que no

todas las empresas tengan la misma productividad, por lo que resulta inequitativo que se tomen

como referencia estas tasas efectivas para el cálculo de impuestos cuando muchos contribuyentes

se encuentran trabajando para lograr la reactivación económica de sus empresas.

Desde Coparmex insistimos en que el interés de las empresas es cumplir con sus obligaciones

conforme a lo que marca la ley. Reiteramos que nos parece incorrecto el cálculo de la tasa efectiva

para el pago de impuesto con respecto a los ingresos porque cada industria y negocio son

diferentes, con lo cual el porcentaje de utilidades respecto a ingresos varía de negocio a negocio,

incluso en el mismo sector.






Fortalecer el empleo, eliminando las prácticas que dañan los derechos laborales de las personas

trabajadoras y que disminuyen las obligaciones de los patrones.

Prohibir la subcontratación de personal, y establecer reglas precisas a fin de que las personas

físicas o morales contraten únicamente la prestación de servicios de carácter especializado o la

ejecución de obras especializadas, erradicando así las prácticas de simulación en perjuicio de

las personas trabajadoras y del erario público.

Generar certidumbre en los derechos laborales de las y los trabajadores, para garantizar el

cumplimiento de las obligaciones fiscales y la erradicación de las malas prácticas en la

implementación de la figura de subcontratación.

La reforma a la Ley Federal del Trabajo en 2012 resultó insuficiente para evitar las prácticas

indebidas que han afectado los derechos de los trabajadores en su antigüedad, estabilidad en

el empleo, pago de reparto de utilidades, entre otros. Dichos esquemas de simulación de la

relación laboral ocasionaron, además, un menoscabo al Fisco Federal con la expedición de

facturas que surgieron de la simulación, así como eludiendo el cumplimiento de las

responsabilidades y cargas de seguridad social.

Guía para cumplir con las obligaciones en materia de registro en el REPSE
en el marco de la reforma en materia de Subcontratación Laboral para las
personas físicas o morales que ejecuten servicios u obras especializadas

Origen y alcances de la reforma:

Decretos de reforma y Disposiciones de Carácter General:
 Con fecha 23 de abril de 2021 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el

que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo; de la

Ley del Seguro Social; de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los

Trabajadores; del Código Fiscal de la Federación; de la Ley del Impuesto sobre la Renta; de la Ley

del Impuesto al Valor Agregado; de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,

Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional; de la Ley Reglamentaria de la

Fracción XIII del Apartado B, del Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, en materia de Subcontratación Laboral.

Con fecha 24 de mayo de 2021 la Secretaría del Trabajo y Previsión Social publicó en el Diario

Oficial de la Federación el Acuerdo por el que se dan a conocer las disposiciones de carácter

general para el registro de personas físicas o morales que presten servicios especializados o

ejecuten obras especializadas a que se refiere el artículo 15 de la Ley Federal del Trabajo.

STPS
G U I A  R E P S E
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Con fecha 31 de julio de 2021, a fin de modificar los plazos establecidos en el Decreto de fecha 23

de abril de 2021, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que se

reforman los Artículos Transitorios Primero, Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto y Séptimo del "Decreto

por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo;

de la Ley del Seguro Social; de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los

Trabajadores; del Código Fiscal de la Federación; de la Ley del Impuesto sobre la Renta; de la Ley

del Impuesto al Valor Agregado; de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,

Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional; de la Ley Reglamentaria de la

Fracción XIII Bis del Apartado B, del Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, en materia de Subcontratación Laboral".

Objetivo:
Dar certidumbre y claridad sobre las reglas para obtener y exigir el registro de actividades

especializadas en el REPSE.

¿Quién tiene la obligación de registrase en el Padrón?
Las personas físicas o morales que presten servicios especializados o realicen obras especializadas,

y que deseen proveer dichos servicios especializados a un tercero (contratante), y que para ello

deban poner trabajadores propios a disposición del tercero (contratante).

Requisitos:
Los requisitos imprescindibles son: Demostrar el carácter especializado tanto de la persona física o

moral que desee registrarse, como de la actividad o actividades susceptibles de ser registradas en

el REPSE.

- Estar al corriente en sus obligaciones fiscales y de seguridad social ante el SAT, el IMSS y el

INFONAVIT.

Todos los requisitos para el registro se encuentran publicados en el Acuerdo por el que se dan a

conocer las disposiciones de carácter general para el registro de personas físicas o morales que

presten servicios especializados o ejecuten obras especializadas a que se refiere el artículo 15 de la

Ley Federal del Trabajo y en la página web https://repse.stps.gob.mx/

Aspectos a considerar:
1.- El proporcionar o poner a disposición trabajadores propios en beneficio de un tercero, se

configura cuando uno o varios trabajadores llevan a cabo los servicios especializados en un espacio

o centro de trabajo (propiedad, o bajo la administración o responsabilidad del contratante) distinto

de aquel con quien guardan una relación laboral (contratista), por lo cual el contratista debe contar

con el REPSE y éste debe quedar plasmado en el instrumento jurídico suscrito entre contratante y

contratista.

2.- En los casos en que los trabajadores de una empresa desarrollen labores en las instalaciones de

otra, se considerará que se proporciona o pone a disposición personal, cuando los trabajadores de

la primera desempeñen sus labores en las instalaciones de la segunda de manera permanente,

indefinida o periódica; por lo que, en este caso, la empresa que proporciona o pone a disposición

los trabajadores deberá contar con el registro ante el REPSE y acreditar el carácter especializado de

las labores que sus trabajadores llevan a cabo en las instalaciones de la otra, siempre y cuando no

tengan el mismo objeto social o actividad económica preponderante.
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3.- Son indicios de que se proporcionan o ponen

a disposición trabajadores todas aquellas labores

que se realicen en las instalaciones de una

empresa, establecimiento o centro de trabajo por

personal que no sean trabajadores de estos; por

lo que en el desarrollo de una inspección de

trabajo se deberá acreditar la naturaleza de los

servicios que estos trabajadores prestan en las

instalaciones del tercero y que las labores que

desempeñan no corresponden al objeto social ni

a la actividad económica preponderante de éste;

en caso de que se trate de una puesta a

disposición de trabajadores, la persona

empleadora deberá contar con el REPSE, sin

perder de vista que no debe existir ningún

esquema de simulación en perjuicio de los

trabajadores.

4.- Para determinar si se proporcionan o ponen a

disposición trabajadores, respecto de los

contratos que se celebren con empresas

estatales, y que por su naturaleza deban regirse

por disposiciones especiales, en materia

energética o de aquellas actividades

consideradas como estratégicas por la

Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos; en materia de seguridad; o en materia

de caminos o carreteras y puentes; las

disposiciones especiales se tomarán en

consideración, en lo que aplique al caso concreto.
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¿Quién tiene la obligación de registrase en el
Padrón?
Las personas físicas o morales que presten

servicios especializados o realicen obras

especializadas, y que deseen proveer dichos

servicios especializados a un tercero

(contratante), y que para ello deban poner

trabajadores propios a disposición del tercero

(contratante).

5.- En el caso de personas físicas o morales que

pongan a disposición personal con base en un

contrato vinculado a publicidad, marketing,

difusión de productos o marcas, estas deberán

circunscribir su actividad al objeto del contrato,

sin que puedan realizar actividades propias del

contratante, de lo contrario se actualizaría el

supuesto de la subcontratación prohibida por la

Ley.

6.- Las actividades encaminadas a proporcionar o

poner a disposición personal son todas aquellas

en las cuales no se actualicen los elementos que

constituyan una relación laboral entre el personal

del contratista y la contratante (SUBORDINACIÓN)

7.- Aquellas personas físicas o morales vinculadas

a la publicidad, marketing, difusión de productos

o marcas, deberán contar con el REPSE y

entregarlo a aquellas, en favor de las cuales se

proporcione o ponga a disposición personal

(marcas, tiendas o canales de venta físicos).

8.- Las personas físicas o morales que por su

conducto realicen actividades de promoción o

publicidad de una marca propia, y cuyo personal

se ponga a disposición en un centro de trabajo

distinto al suyo, deberán contar con el REPSE.

Dicho personal no deberá realizar actividades que

formen parte del objeto social o actividad

preponderante del centro de trabajo donde

desarrollan sus actividades.



9.- En aquellos casos en que exista la adquisición de bienes, con independencia del origen de la relación

jurídica contractual, y en la cual el contratista esté obligado a su entrega en el centro de trabajo,

establecimiento o sucursal de la contratante, no se considerará que se actualizan los elementos para contar

con el REPSE.

10.- En aquellos casos en que exista una prestación de servicios con independencia del origen de la relación

jurídica contractual, en donde exista la puesta a disposición de trabajadores se deberá contar con el REPSE.

11.- En el caso de que no se proporcionen o pongan a disposición personal, una persona física o moral a

otra, dentro de los parámetros antes referidos, no será necesario contar con el REPSE.
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COMUNICADO
O F I C I A L  

Ley Federal del Trabajo

Ley del Seguro Social 

Ley del Infonavit

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del apartado B del artículo 123

Constitucional

Ley Reglamentaria de la fracción XIII Bis del apartado B del artículo 123 de la Constitución política de los

Estado Unidos Mexicanos 

Código Fiscal de la Federación 

Ley del Impuesto Sobre la Renta

Ley de Impuesto al Valor Agregado 

 La subcontratación de servicios y obras especializadas, siempre que no formen parte del objeto social o

actividad preponderante de las empresas contratantes.

Las agencias de empleo o intermediarios que intervienen en el proceso de contratación de personal, podrán

operar en el reclutamiento, selección, entre otros, sin que sean considerados patrones.

	 El 20 de abril de 2021 el Congreso remitió al Ejecutivo para su promulgación una reforma en materia de

subcontratación laboral que integra modificaciones a las siguientes leyes: 

1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

8.

A través de estas modificaciones, se establecen nuevas disposiciones que garantizan los derechos laborales al

prohibir la subcontratación de personal, salvo para obras o servicios especializados que no formen parte del

objeto social ni de la actividad económica preponderante de las empresas. 

Se elimina la intermediación laboral y la prestación de servicios de personal, para únicamente permitir la

subcontratación de servicios y obras especializadas. Quien contrate dichos servicios u obras será responsable

solidario en caso de incumplimiento. 

•Las agencias de empleo o intermediarios que intervienen en el proceso de contratación de personal, podrán

operar en el reclutamiento, selección, entrenamiento, capacitación, entre otros, sin que sean considerados

patrones. Para dichos efectos, se considerarán patrones los beneficiarios de los servicios prestados por la

agencia de empleo. 

Aquéllos que presten servicios especializados u obras especializadas, deberán cumplir con lo establecido en la

Ley Federal del Trabajo y proporcionar al IMSS cuatrimestralmente la información de los contratos celebrados. 

•Desaparece el registro patronal por clase que podían solicitar las prestadoras de servicios de personal para

inscribir a sus trabajadores a nivel nacional. 

•El Instituto Mexicano del Seguro Social y la Secretaría del trabajo y Previsión Social realizarán convenios para el

intercambio de información, y coordinarán la realización de acciones conjuntas para la verificación del correcto

cumplimiento de lo establecido tanto en la LSS como en la LFT.

Permitidos 

41



La prestación de servicios de personal 

Contar con registro patronal por clase para inscribir a sus trabajadores a nivel nacional 

Contratar servicios especializados relacionados con el objeto social o la actividad preponderante de las

empresas contratantes.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, en uso de sus facultades es la responsable de la aplicación e

interpretación del artículo 13 de la LFT, en particular, para calificar si los servicios u obras especializadas no

formen parte del objeto social o actividad preponderante de las empresas contratantes. Independiente de lo

anterior, para efectos del IMSS, existe una responsabilidad solidaria ante el incumplimiento del beneficiario o

contratista de sus obligaciones en materia de seguridad social, respecto de los trabajadores objeto del

contrato. 

Las reformas entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación (24 de

abril de 2021). 

Quienes presten servicios u obras especializadas, deberán obtener el registro ante la Secretaría del Trabajo y

Previsión Social, en un plazo de 90 días naturales, contados a partir de la publicación de las reglas que al

efecto publique dicha Secretaría. 

Para efectos laborales, tratándose de empresas que operan bajo un régimen de subcontratación, no será

necesario acreditar la transmisión de bienes para que se considere sustitución patronal durante el plazo de

90 días naturales (23 de julio de 2021), debiéndose transferir a los trabajadores en dicho plazo y reconocer

los derechos laborales, ampliación de plazo hasta el 01 de septiembre de 2021. 

Las empresas que cotizaban ante el IMSS con un registro patronal por clase, tendrán 90 días naturales para

dar de baja sus registros por clase y, de ser procedente, solicitar al IMSS un registro patronal por municipio.

Una vez concluido dicho plazo, el Instituto dará de baja todos los registros patronales por clase, ampliación

de plazo hasta el 01 de septiembre de 2021. 

Con el objeto de facilitar al sector patronal el cumplimiento de obligaciones en materia de sustitución

patronal, en términos de la Reforma, se habilitó un esquema simplificado que reduce a la mitad el número de

requisitos. El trámite se puede hacer en línea. 

Prohibido 

Plazos previstos en la Reforma 

Para cumplir con la obligación establecida en el artículo 15 A de la Ley del Seguro Social, de informar los

contratos celebrados por las empresas que prestan servicios u obra especializados, el Instituto pondrá en

operación un sistema que, de manera simplificada, solicitará al contratista un mínimo de datos.
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E. Firma emitida por el Servicio de Administración Tributaria (SAT) 

Escrito comunicando la sustitución patronal en el que se describa el detalle de la misma.

Aviso de inscripción patronal o modificación en su registro

Documento mediante el cual se notificó a los trabajadores la sustitución patronal, en el que se reconocen sus

derechos laborales, incluyendo la antigüedad de los miembros.

En caso de contar con un convenio de subrogación de Servicios Médicos con revisión de cuotas, adjuntarlo

con un escrito solicitando continuar con el mismo.  

Documento para acreditar la personalidad del patrón persona física o del representante legal en caso de ser

persona moral.

Identificación oficial vigente del patrón persona física o del representante legal.

Clave Única de Registro de Población (CURP) del patrón persona física o del representante legal.

Registro Federal de Contribuyentes.

Escrito comunicando la situación patronal en el que se describa el detalle de la misma 

Aviso de inscripción patronal o de modificación en su registro.

Aviso de Modificación de las empresas para el Seguro de Riesgos de Trabajo 

Documento mediante el cual se notificó a los trabajadores la sustitución patronal, en donde se reconocen sus

derechos laborales incluyendo la antigüedad de los miembros.

En caso de contar con un convenio del Servicios Médicos con reversión de cuotas, adjuntar el convenio junto

con escrito solicitando continuar con el mismo.

Para efectos del IMSS, las empresas prestadoras de servicios u obras especializados y los beneficiarios de los

mismos, no podrán establecer en un mismo centro de trabajo las actividades de cada una, es decir, no podrá

disociarse las actividades de diversos Registros Patronales en 1 mismo centro de trabajo. 

El criterio de preponderancia referido en la Ley Federal del Trabajo, no está contenido en la Ley del Seguro

Social, por lo que no resulta aplicable para determinar la clasificación de las empresas. 

Al auto clasificarse, las empresas deben considerar lo dispuesto en los artículos 71, 73 y 75 de la Ley del

Seguro Social y 18, 20 y 196 del RACERF, esto es, que se deben clasificar conforme a los riesgos inherentes a

la actividad que desarrollen en el centro de trabajo, esto es, en razón de la peligrosidad a que están

expuestos los trabajadores.

Nuevo Procedimiento Simplificado

En línea: Se utilizará el trámite en línea de modificación en el Seguro de Riesgos de Trabajo 

(https://serviciosdigitales.imss.gob.mx/portal-web/portal) para comunicar la subcontratación laboral, solicitando

únicamente:

1.

2.

3.

4.

5.

Presencial: Se realizará en la subdelegación, presentando los siguientes documentos en original y copia:

1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

8.

9.

Criterios para determinar la clase y fracción 
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Las empresas tendrán un lapso de tiempo para realiza los cambios administrativos requeridos para cumplir

con las nuevas disposiciones en materia de seguridad social.

La migración de trabajadores no tendrá impacto en términos de la prima del seguro de riesgos de trabajo,

que forma parte de la cuota que se paga al IMSS, siempre y cuando se hubiera cumplido con las

disposiciones en esta materia.

Se propicia un entorno empresarial competitivo, con el correcto cumplimiento de las obligaciones laborales y

de seguridad social.

La reforma permite contratar aquellos servicios u obras que realmente son especializadas.

Les brinda certeza respecto del patrón real con el que efectivamente laboran.

Se promueve el reconocimiento pleno de los derechos de los trabajadores, lo que redundará en la mejora de

sus condiciones salariales y laborales.

Se proporciona a los trabajadores mayor seguridad respecto de su correcto registro en el IMSS, para poder

recibir atención médica en cualquier momento, junto con sus beneficiarios, y acceder al conjunto de

prestaciones que otorga el instituto.

La empresa que absorbe a los trabajadores debe auto clasificarse conforme a

Artículo 71,73 y 75 de la LSS 

Artículo 18,20 y 196 del RACERF

Empresa a empresa (conserva prima sustituida)

Empresa a varias empresas, con misma o distinta clase (prima ponderada)

Beneficios de la Reforma

Patrones:

Trabajadores

Procedimiento para comunicar la sustitución patronal

Las empresas que absorben a los trabajadores, deberá contar con registro patronal para poder comunicar la

sustitución patronal y se podrá apegar al beneficio establecido en el Artículo Séptimo transitorio del Decreto de

reforma:

Paso 1: Alta patronal y auto clasificación 

Paso 2: Comunicar la sustitución patronal y determinar clase fracción y prima 
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Las opiniones aquí vertidas son de
exclusiva responsabilidad de

quienes las firman o de sus
fuentes y no representan,

necesariamente, el pensamiento
de efecto fiscal, ni equivalen a

una asesoría.

R e c u e r d a :

Suscríbete para que te lleguen noticias actuales para tu

negocio, capacitaciones, tips y mucho mas.

www.efectofiscal.com.mx

www.efectofiscal.com.mxwww.efectofiscal.com.mx
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